Bruselas,  22 de junio de 2010.

Sra. Catherine Asthon

Vicepresidenta de la Comisión Europea y

Responsable de la Política Exterior de la UE

Sr. José Luis Rodríguez Zapatero

Presidente pro témpore de la Unión Europea 

Ref: La posición de la Unión Europea frente a la situación de Honduras a un año del golpe de Estado .

Estimada Sra. Asthon, estimado Sr. Zapatero.

En reiteradas ocasiones nos hemos dirigido a ustedes para demandar una posición más firme de la Unión Europea y de los estados miembros, frente a la necesidad de contribuir al completo restablecimiento de la institucionalidad democrática en Honduras, para que cese la impunidad y las graves violaciones de derechos humanos que se siguen perpetrando. 

Las respuestas de la Unión Europea, si bien en su momento como reacción al golpe de Estado fueron oportunas, luego de la posesión de Porfirio Lobo Sosa como presidente, sin que se haya cumplido el Acuerdo Tegucigalpa-San José,  han tendido a legitimar dicho gobierno, sin considerar que las principales instituciones del Estado siguen bajo control de los golpistas y de que a las Fuerzas Armadas se les ha dado más poder que el que tuvieron bajo el régimen de Micheletti. 

La UE frente a la crisis de Honduras ha dejado de tomar en consideración el grave impacto que para Latinoamérica ha tenido este golpe de Estado. Honduras no ha sido readmitida en la OEA ante la oposición de gobiernos como el de Brasil, México y la Argentina entre otros. Por la misma razón la invitación a Porfirio Lobo Sosa para participar en la pasada  Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno  de la UE y de ALC  fue cancelada. Lo que no impidió que la UE se reuniera con Lobo Sosa en Madrid para anunciar la culminación de las negociaciones del Acuerdo de Asociación entre la UE y AC. 

La UE ha manifestado su voluntad de contribuir al restablecimiento de la democracia en Latinoamérica, a la afirmación de los estados de derecho, al respeto de los derechos humanos y al empoderamiento de la ciudadanía para que monitoreen y participen de las políticas públicas. Está promoción de la democracia participativa tiene que estar en el corazón de las políticas de cooperación y del diálogo político de la UE con la región en las últimas décadas. 

Nos preocupa que se renuncie a esa voluntad democratizadora, cuando se pretende contribuir a voltear la página del golpe de Estado en Honduras, sin que los golpistas no solamente no hayan sido sancionados por sus crímenes, sino pero aún, que estén siendo reconocidos por importantes sectores de la comunidad internacional, que no han condicionado el restablecimiento de sus relaciones y de la cooperación a la depuración de las instituciones públicas hondureñas. 

Consideramos con mucho respeto, que estas ambigüedades de la política europea no contribuyan al propósito de reconciliar al pueblo hondureño, ni a la recuperación de la institucionalidad democrática, ni al imprescindible respeto a los derechos humanos. 

Los golpistas que controlan el poder judicial, siguen desafiando no sólo los intentos de reconciliación nacional, también a la comunidad internacional que ha reclamado el reintegro de los jueces y la magistrada despedidos el pasado 5 de mayo por parte de la Corte Suprema de Justicia, integrantes de la Asociación de Jueces por la Democracia que se han opuesto al golpe de Estado, pese a la huelga de hambre que adelantaron los mismos y los reiterados llamados a su reintegro, el  1° de junio, la CSJ confirmó la arbitraria e injustificada decisión. 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos –CIDH- realizó su segunda visita in loco en mayo de 2010: “La Comisión constató que continúan las violaciones a los derechos humanos en el contexto del golpe de Estado. La CIDH recibió información sobre el asesinato de varias personas, entre ellas periodistas y defensores y defensoras de derechos humanos. Asimismo, defensoras y defensores de derechos humanos, periodistas, comunicadores sociales, maestros, sindicalistas y miembros de la Resistencia son objeto de amenazas y hostigamientos” 

La CIDH denunció en sus Observaciones Preliminares: “la militarizacion de la sociedad producto del golpe de Estado. En este sentido, se observa con preocupacion que altos mandos del Ejército o ex miembros del mismo contra quienes se han formulado denuncias por su participación en el Golpe de Estado estén ocupando la gerencia de dependencias públicas de alto nivel en el gobierno de Porfirio Lobo. Por ejemplo, el General de División Venancio Cervantes es Director General de la Dirección de Migración y Extranjería (era Sub jefe del Estado Mayor Conjunto al momento del golpe de Estado); el General de Brigada Manuel Enrique Cáceres es Director de Aeronáutica Civil; el ex-General Nelson Wily Mejía se halla a cargo de la Dirección de la Marina Mercante y el ex General Romeo Vásquez Velásquez es gerente de la Empresa Hondureña de Telecomunicaciones (Hondutel) (era Comandante en Jefe de las FFAA al momento del golpe de Estado)
” 

En este contexto es particularmente grave que en sentido contrario a las recomendaciones de la CIDH el legislativo hondureño ordenó mediante decreto del 10 de junio que las Fuerzas Armadas deberán poner “el personal idóneo necesario a la disposición de la Policía”, a fin de que esta cumpla de manera “eficiente” el mantenimiento del orden público. 

Desde la posesión como presidente de Porfirio Lobo Sosa, el pasado 27 de  enero, las organizaciones de derechos humanos de Honduras han reportado 8 periodistas asesinados y, más de 700 violaciones de derechos humanos desde amenazas, atentados, secuestros, violaciones y ataques contra medios de comunicación independientes. La impunidad frente a las violaciones de derechos humanos continúa siendo la regla general que favorece que las mismas se sigan perpetrando.

Por todo lo expresado, quisiéramos señora Asthon y Sr. Zapatero que por favor nos respondieran a las siguientes preguntas: 

1) ¿Qué programas de cooperación se han restablecido con el estado de Honduras y que tipo de condicionalidad se ha impuesto para ello en caso de que se haya decidido alguna?

2) ¿Qué tipo de ayuda está prestando la UE a la Comisión de Verdad y Reconciliación que se instaló el pasado 4 de mayo en Honduras y qué se ha hecho para que se integrara en su mandato la documentación de violaciones de derechos humanos?

3) ¿Qué tipo de sanción piensa la UE que podría mantener o establecer en relación con las personas que patrocinaron el golpe de Estado? 

4) ¿Cómo piensa la UE aplicar la cláusula democrática prevista en el Acuerdo de Diálogo político y Cooperación del 15 de diciembre de 2003  y en el Acuerdo de Asociación entre la UE y Centroamérica del pasado mes de mayo, frente el hecho de que las principales instituciones hondureñas sigan siendo controladas por personas que han promovido el golpe de Estado?

5) ¿Prevé la UE establecer un diálogo político en derechos humanos con Honduras que incluya la participación de la sociedad civil? 

Por último, esperamos de parte de ustedes el apoyo político y económico a la Comisión de Verdad, promovida por la Plataforma de Derechos Humanos y por amplias organizaciones de la sociedad civil de Honduras que se instalará este 28 de junio, como una manera alternativa de reivindicar los derechos de las víctimas y de contribuir a la superación de la impunidad. 

Insistimos asimismo en el reconocimiento al Frente Nacional de Resistencia Popular como un interlocutor indispensable para el pleno restablecimiento de democracia y la reconstrucción institucional del país.  

A la espera de su respuesta, de ustedes muy cordialmente,

�	 http://cidh.org/countryrep/Honduras10sp/Honduras10.Indice.htm





